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Mediante este ejercicio se hace un balance de las acciones de política social realizadas por la Secretaría de Desarrollo Social (Sedesol), sus organismos sectorizados y de otras Secretarías de Estado con objeto de combatir la pobreza, abatir las carencias y también reducir la desigualdad. Se trata de un ejercicio de análisis y reflexión a dos años y medio de iniciado este gobierno, en el que hemos trabajado con la mira puesta en fortalecer el bienestar de los mexicanos bajo un enfoque inclusivo, de conformidad con lo establecido en el marco constitucional.
Perspectiva de derechos de la política social
Desde el inicio de su administración en diciembre de 2012, el Presidente Enrique Peña Nieto propuso instrumentar una Política Social de Nueva Generación para hacer realidad los derechos sociales y humanos consagrados en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los Tratados Internacionales de los que México es parte[footnoteRef:1]. [1:  De la Constitución véase de manera particular el Capítulo I De los Derechos Humanos y sus Garantías.] 

Los derechos para el desarrollo social –o derechos sociales- se establecen en el artículo 6º de la Ley General de Desarrollo Social, siendo estos la educación, la salud, la alimentación, la vivienda, al disfrute de un medio ambiente sano, el trabajo y la seguridad social y los relativos a la no discriminación.
Esta visión de derechos permea la medición multidimensional de la pobreza que realiza el Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (Coneval), la cual permite conocer la situación del acceso y ejercicio de los derechos[footnoteRef:2], medidos a través de un umbral de indicadores por cada derecho. [2:  La Ley General de Desarrollo Social en su artículo 36 establece que el Coneval, organismo responsable de medir la pobreza en México, debe utilizar una metodología de medición multidimensional integrada al menos por los siguientes ocho indicadores: ingreso corriente per cápita; rezago educativo promedio en el hogar; acceso a los servicios de salud; acceso a la seguridad social; calidad y espacios de la vivienda; acceso a los servicios básicos en la vivienda; acceso a la alimentación y grado de cohesión social.] 

La medición multidimensional de la pobreza y sus indicadores son el “caballo de Troya” para entrar mediante acciones públicas de desarrollo social al espacio de la pobreza y avanzar en el ejercicio cada vez más amplio de los derechos y hacerlos efectivos para todos.
De esta manera, la información sobre la pobreza y carencias (ver Gráfica 1 y consultar http://www.coneval.gob.mx/Medicion/MP/Paginas/Pobreza_2014.aspx) proporcionada por el Coneval para la medición 2014, no sólo permite conocer los avances y los retos que el Estado debe afrontar para abatir la pobreza, sino que también constituye por primera vez el eje articulador del diseño e instrumentación de las políticas públicas de desarrollo social, es decir, permite trazar una hoja de ruta, una carta de navegación en el acceso progresivo hacia esos derechos.

El gobierno tiene de frente un nuevo reto de gestión donde el propósito es que los derechos ocupen la centralidad de las políticas públicas, y donde las personas, en tanto titulares de derechos, los ejerzan de forma irrestricta en el marco de una nueva relación entre ciudadanos y poderes públicos.
Gráfica 1
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El margen de la exigibilidad de los derechos se encuentra entre las obligaciones del Estado para garantizar un piso básico y sus capacidades materiales de acuerdo a los recursos disponibles y la progresividad para satisfacer en el tiempo el acceso a los derechos y lograr los “óptimos razonables” que pueden objetivamente alcanzarse. Una primera meta por parte del Estado, es la de lograr el piso básico de bienestar, por ser el punto de partida para su ampliación cualitativa de manera progresiva y sin regresividad (Gráfica 2).
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El piso básico de bienestar y la justicia cotidiana
El imperativo de asegurar el ejercicio irrestricto de los derechos sociales remite de inmediato a un reto por resolver que el Presidente Peña Nieto planteó en noviembre de 2014: el del acceso a la justicia cotidiana, que implica que la administración de justicia llegue, en todo momento y a todos los sectores de la población, en los aspectos que afectan su vida diaria.[footnoteRef:3] [3:  En el marco de su Mensaje a la Nación “Por un México en Paz con Justicia y Desarrollo”, del 27 de noviembre de 2014, el Presidente Peña Nieto planteó que “…la justicia no se agota, hay que decirlo, en el ámbito penal. Hay una justicia olvidada, la justicia cotidiana…Es la que exige (…) el ciudadano que fue víctima de un abuso de autoridad...Esta justicia suele ser lenta, compleja y costosa, lo que provoca que la mayoría de los mexicanos no pueda acceder a ella con facilidad”. Ahí solicitó al Centro de Investigación y Docencia Económicas (CIDE) organizar foros de consulta para diseñar una agenda de reformas. ] 

A partir de la premisa de la interdependencia de los derechos y de que los derechos sociales están en el mismo rango de importancia que los derechos civiles, políticos, económicos y culturales, para la población en situación en pobreza el acceso a la justicia cotidiana y a la justicia social son aspiraciones legítimas, ambas sustentadas en derechos, que resultan fundamentales para la construcción del bienestar social. Durante la presentación de los resultados de la consulta del CIDE, el 27 de abril de 2015, la investigadora Ana Laura Magaloni llamó a superar la “marginalidad jurídica en la que se encuentran muchos mexicanos”, y que “es uno de los lastres más importantes para el crecimiento económico, y para la paz social en México. No hay forma de prosperar económicamente, si se vive fuera de la protección de la ley. No hay manera en que las personas puedan utilizar sus talentos y sus habilidades para progresar, si no cuentan con mecanismos jurisdiccionales, accesibles y efectivos”[footnoteRef:4]. La justicia cotidiana se refiere al entramado institucional necesario para que las personas gocen de las condiciones que hagan posible la realización de sus expectativas de vida. Amartya Sen, en sus planteamientos sobre la justicia, advierte sobre la relación que guardan las instituciones con la capacidad de ejercicio de las libertades y el bienestar social que de ello deriva. [4:  Palabras pronunciadas por Ana Laura Magaloni en el marco del Mensaje a la Nación “Por un México en Paz con Justicia y Desarrollo” del Presidente Peña Nieto, el 27 de noviembre de 2014.] 

Política social de nueva generación
La Secretaria de Desarrollo Social, Rosario Robles Berlanga, puso en la mesa, a inicios de 2013, el tamaño del reto al que se enfrentaba el nuevo gobierno, a la vez que planteó algunas de las tareas a emprender en la perspectiva de una reingeniería profunda de la política social.
· Transformar la política social para romper la transmisión intergeneracional de la pobreza y disminuir de manera significativa las carencias sociales. De acuerdo con el Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (Coneval), los niveles de pobreza en México se han mantenido prácticamente sin cambios en los últimos 20 años. En 1992, 53.1% de los mexicanos era pobre por ingresos; para 2012, 52.3% se encontraba en esta condición.
· Rediseñar la institucionalidad para ofrecer a las personas en pobreza opciones productivas que fortalezcan sus ingresos y les permitan rebasar ese umbral
· Trascender la visión asistencialista de la pobreza y reconocer en las personas la calidad de titulares de derechos sociales capaces, mediante su esfuerzo, de incidir en la mejora de sus condiciones sociales.
La visión de derechos y las políticas y estrategias que se han puesto en marcha han dado forma a la Política Social de Nueva Generación planteada por el Presidente Peña Nieto al inicio de su gestión, y que hoy se condensa en los siguientes componentes:
· Se vincula la política social y la política económica. se reconoce que un crecimiento económico sostenido (empleos y salarios) es vital para la reducción de la pobreza y la desigualdad. Se trata, como lo señala la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (Cepal), “de lograr una nueva ecuación entre el Estado, el mercado y la sociedad”.[footnoteRef:5] [5:  Alicia Bárcena, Secretaria Ejecutiva de la CEPAL en el marco del Foro “México 2013: políticas públicas para un desarrollo incluyente”, Ciudad de México, 9 de enero de 2013. La Secretaria Rosario Robles planteó la tarea en los siguientes términos: “Creo que para que podamos combatir esta desigualdad y esta pobreza que limitan nuestra democracia, tenemos que dejar atrás la idea del Estado débil y del Estado acotado. No se trata de regresar a una visión autoritaria o patrimonialista como prevaleció durante décadas en nuestro país, sino de consolidar un Estado fuerte en la medida en que tiene una hacienda fuerte, y una hacienda dirigida, efectivamente, a aminorar estas brechas de desigualdad, y a generar mayores oportunidades para quienes viven en estas condiciones de pobreza y de extrema pobreza, y al mismo tiempo, una sociedad fuerte, una sociedad que no sólo está representada a través de los partidos políticos, sino que tiene instrumentos de participación que le permitan formar parte en la toma de decisiones en todos los ámbitos” (En el marco del IV Foro de la Democracia Latinoamericana, Sesión III “¿Democracias de pobres? Los desafíos de la democracia frente a la desigualdad”, El Colegio de México, 10 de octubre de 2013).] 

· Se redimensiona la importancia de la atención de la pobreza urbana ya que casi el 70% de los pobres en México habitan en ciudades y que es ahí donde el país enfrenta los mayores retos de ruptura del tejido social, inseguridad y violencia.
· Se reactiva el papel de la participación ciudadana en el diseño y ejecución de la política de desarrollo social. 
· Se hace del territorio el eje articulador de la política social y se deja atrás la atención “de ventanilla” la cual consiste en la entrega de recursos a beneficiarios pasivos despojados de voz y capacidad de decisión. Se trata de instrumentar una política social capaz de poner en movimiento a la gente, que surja desde lo local, genere confianza y ponga a trabajar a la comunidad. El objetivo es fortalecer un gobierno cercano al ciudadano.
· Se impulsa la coordinación interinstitucional al interior del Gobierno Federal para dejar atrás el “gobierno archipiélago”, el gobierno fragmentado en múltiples islotes sin comunicación entre sí, para garantizar un ejercicio más eficaz del gasto.
· Se promueve, además, la convergencia de los tres órdenes de gobierno en el marco de un renovado Federalismo social que permita alinear programas e inversiones en función de indicadores de pobreza y carencias sociales. 
· Se implementan estrategias con un enfoque de ciclo de vida, de inclusión social y visión de género, para atender las necesidades de niños, jóvenes, adultos, adultos mayores, mujeres, personas con discapacidad y comunidades indígenas.
· Se promueve la inclusión social y productiva, para transcender las políticas asistencialistas y dotar a los mexicanos en situación de pobreza de las herramientas para hacerse camino por sí mismos con base en sus capacidades, energías e iniciativas emprendedoras.
· Se promueve la perspectiva de género, la cual tiene por objeto apoyar y empoderar a la mujer, como reconocimiento al destacado papel que desarrollan para sacar adelante a sus familias; prueba de ello es que son sujeto de crédito en Prospera Programa de Inclusión Social, se creó el Seguro de Vida para Madres Jefas de Familia, se ha ampliado el número de Estancias Infantiles y se están abriendo Centros Integrales de Atención a la Mujer.
Cruzada Nacional Contra el Hambre: estrategia y método
Un caso emblemático de esta Política Social de Nueva Generación es la Cruzada Nacional contra el Hambre. La política social es para los 55.3 millones de mexicanos en condición de pobreza, pero había que atender primero lo urgente y prioritario: 7.01 millones de mexicanos que enfrentaban en 2012 condiciones lacerantes de pobreza extrema de alimentación[footnoteRef:6]. En apego a la perspectiva del enfoque de derechos, la prioridad fue dirigir los esfuerzos a los territorios y a los segmentos de la población de mayor intensidad de la pobreza, al núcleo duro de la marginación y la desigualdad. [6:  Para la Cruzada el hambre se define como la situación que enfrenta una persona al encontrarse en pobreza extrema y con carencia alimentaria. Esta definición de hambre considera tanto el ingreso por debajo de la línea de bienestar mínimo, que representa el costo de una canasta de alimentos mínimos necesarios para tener una nutrición adecuada, así como la carencia de acceso a la alimentación, que se basa en el concepto de inseguridad alimentaria. A este concepto Coneval le ha llamado pobreza extrema alimentaria (véase www.sinhambre.gob.mx).
] 

La existencia de hambre en el país planteaba una situación intolerable desde cualquier punto de vista (ético y político) en un país con tantos recursos económicos, fortaleza institucional y con un avanzado sistema democrático. La Cruzada contra el Hambre no sólo reconoció un grave problema público, sino también le dio visibilidad, nombre y apellido, a esos siete millones de mexicanos que antes no existían ni en las estadísticas ni mucho menos en las políticas públicas.
La Cruzada responde a una visión de Estado al reconocer que ningún orden de gobierno por sí mismo puede reducir de manera significativa la pobreza. Por primera vez en México, el Gobierno federal ha lanzado una estrategia con objetivos comunes a todos los gobiernos, con instancias y mecanismos compartidos y basada en la medición multidimensional de la pobreza que realiza CONEVAL, una institución autónoma.
Son tres las características básicas de la Cruzada Nacional contra el Hambre:
1) Un enfoque de derechos y seguridad alimentaria. El propósito de esta estrategia de inclusión y bienestar social es hacer efectivo el derecho de los mexicanos que menos tienen (los siete millones) a una alimentación suficiente, nutritiva y de calidad, como lo establece el artículo 4º de la Constitución, así como avanzar y darles acceso a otros derechos consagrados en la misma legislación fundamental como son educación, salud, seguridad social y una vivienda digna y con servicios básicos: agua potable, drenaje, electricidad.
2) La construcción de un nuevo andamiaje institucional, entre cuyos componentes están:
· La Comisión Intersecretarial para la instrumentación de la Cruzada Nacional contra el Hambre como un espacio de alto nivel, donde se acuerdan las aportaciones de las 19 dependencias federales involucradas y de los 90 programas a su cargo, se analizan y definen mecanismos y acciones para mejorar la intervención gubernamental.
· Los Comités Estatales Intersecretariales y los Comités Municipales Intersecretariales que permiten orientar los programas y presupuestos de los tres órdenes de gobierno hacia objetivos comunes con base en información y diagnósticos compartidos. Con ello se avanza en un ejercicio inédito de la gestión pública alineado a metas e indicadores que atiendan los derechos que los mexicanos tienen garantizados en la Constitución.
· El Consejo Nacional de la Cruzada conformado por organizaciones de la sociedad civil, instituciones académicas, fundaciones empresariales y organismos internacionales.
· El Comité de Expertos conformado por destacados investigadores con atribuciones para generar estudios, evaluaciones y recomendaciones que conduzcan a la mejora continua de la estrategia.
3) Sustento jurídico-legal:
· Un Decreto que establece con claridad los objetivos de la Cruzada, su cobertura territorial, las instancias operativas, las dependencias federales involucradas y los mecanismos de coordinación intersectoriales e intergubernamentales. A lo anterior se suman diversas iniciativas de Ley sobre el Derecho a la Alimentación[footnoteRef:7] [7:  La iniciativa que se aprobó recientemente en la Cámara de Diputados y que aguarda las observaciones de la Cámara de Senadores, establece entre otros propósitos garantizar a todas las personas, en todo momento, la disponibilidad de víveres para su consumo diario, así como el acceso físico y económico a una comida nutritiva, suficiente y de calidad; y crea la Comisión Intersecretarial Federal que propondrá acciones preventivas o correctivas que favorezcan la estabilidad de los precios de los alimentos, sobre todo de aquellos que integran las canastas alimentarias, entre muchas otras medidas.] 

Por primera vez, una estrategia del gobierno federal ha puesto por delante los indicadores de las carencias de los derechos sociales de los mexicanos con números concretos (Figura 1).
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La Cruzada Nacional contra el Hambre ha sido una estrategia, pero sobre todo un método para calibrar la participación social en los ámbitos urbano y rural y vincularla a la coordinación federal y la concurrencia con los tres órdenes de gobierno, para acercar demandas y necesidades de la población en pobreza extrema a la oferta de programas institucionales.
A dos años y medio de su puesta en marcha, la Cruzada Nacional contra el Hambre arroja resultados alentadores:
· 4.5 millones de mexicanos han mejorado sus condiciones de vida al ser derechohabientes de al menos uno de los 90 programas en materia de alimentación, salud, educación, mejoramiento de vivienda y servicios básicos. Por primera vez, gracias a la Cruzada, 30 mil comunidades del país han sido atendidas.
· Más de 900 mil personas -niños y niñas, mujeres embarazadas y en lactancia, adultos mayores y personas con discapacidad- desayunan y comen de lunes a viernes en los poco más de 10 mil comedores comunitarios que operan con el apoyo de un ejército de mujeres voluntarias.
· Al cierre de 2014 730 mil familias de escasos recursos contaban con la Tarjeta Sin Hambre, a través de la cual reciben una transferencia mensual de 638 pesos que pueden canjear por 15 productos altamente nutritivos a precios preferenciales en las tiendas Diconsa. 
· Las empresas Diconsa y Liconsa han vuelto, en un nuevo contexto, a su dimensión social, han ampliado su cobertura y han reorientado sus reglas de operación para fortalecer su impacto en la alimentación de la población que más lo necesita. Diconsa ha instalado mil 579 nuevas tiendas; en los 1,012 municipios de la segunda etapa de la Cruzada operan ya 18 mil 751 puntos de venta para llevar la canasta básica a precios preferenciales a las comunidades más aisladas y marginadas del país. Diconsa, además, ha comprado más de 178 mil toneladas de maíz y frijol para impulsar la generación local de ingresos. Liconsa, por su parte, ha incorporado 3 millones 137 mil nuevos beneficiarios de leche fortificada y compra leche fresca a mil 845 productores nacionales, contribuyendo con ello a fortalecer las economías regionales.
· Se han apoyado casi 5 mil proyectos que fortalecen estrategias de autoconsumo con animales de traspatio para complementar la alimentación de más de 29 mil mexicanos. Del mismo modo, 318 mil personas han mejorado su calidad de vida con la implementación de 69 mil huertos familiares.
· Se han otorgado suplementos alimenticios y realizado medición de talla y peso a 1 millón 164 mil niñas y niños menores de cinco años.
· Junto a los Bancos de Alimentos de México se han recuperado 42 mil 360 toneladas de alimentos frescos que se desperdiciaban en el transporte, distribución y comercialización, para destinarlos a los mexicanos que más lo necesitan, beneficiando actualmente a 1 millón 140 mil personas al mes.
· Se han realizado 511 mil acciones de mejoramiento de vivienda y 822 mil de dotación de servicios básicos –agua, luz, drenaje- en hogares.
· Para combatir la inseguridad alimentaria y el rezago educativo, se han establecido más de 25 mil escuelas de tiempo completo que cuentan con apoyo alimenticio. 
· En materia de participación social se han construido más de 67 mil Comités Comunitarios, los cuales han entregado cerca de 136 mil certificaciones por obras realizadas en sus comunidades, porque la Cruzada se hace de abajo hacia arriba en un proceso donde la organización y participación social permea a las políticas públicas.
Como parte del Esquema General de Evaluación de la Cruzada Nacional contra el Hambre, el CONEVAL diseñó una encuesta panel para analizar y medir los resultados intermedios de la Cruzada. 
Los resultados, dados a conocer por CONEVAL el 17 de agosto de 2015, muestran que la CNcH es una estrategia efectiva que ha permitido mejorar la condición de vida de las personas en pobreza extrema de alimentación, la de los más pobres entre los pobres.
La encuesta panel es representativa de 207 mil 578 hogares, cerca de un millón de personas, ubicados en 400 municipios de la primera etapa de la Cruzada.
Tan sólo en materia alimentaria, los resultados de CONEVAL indican que  57.5% de las personas en condición de pobreza extrema alimentaria contempladas en la evaluación ha abatido la carencia de acceso a la alimentación. Además, la CNcH ha permitido a las familias atendidas mejorar sus condiciones de vida, como lo muestran los siguientes resultados, que muestran la diferencia entre los levantamientos 2013 y 2015:
· El porcentaje de personas con carencia alimentaria pasó de 100% a 42.5%
· El porcentaje de personas en rezago educativo pasó de 32.7% a 26.6%.
· El porcentaje de personas con carencia por acceso los servicios de salud pasó de 32.9% a 9.2%. 
· El porcentaje de personas con carencia por acceso a la seguridad social pasó de 97.6% a 87%.
· El porcentaje de personas con carencia por calidad y espacios de la vivienda pasó de 56.7% a 38.4%.
· El porcentaje de personas con carencia por acceso a los servicios básicos de la vivienda pasó de 57% a 42.9%.
Los esfuerzos de México para superar el hambre y garantizar la seguridad alimentaria de su población, han sido objeto de reconocimiento y han suscitado la atención de la comunidad internacional.[footnoteRef:8] [8:  En noviembre de 2014, la Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura, la FAO, y el Programa Mundial de Alimentos reconocieron a México por sus excelentes progresos en la lucha contra el hambre y por haber alcanzado antes del fin del plazo la meta relativa a la reducción del hambre del primer Objetivo de Desarrollo del Milenio.

El Director General de la FAO, José Graziano da Silva, expresó recientemente que desde “que asumió el gobierno, el Presidente Peña Nieto dejó claro su liderazgo y total compromiso con la seguridad alimentaria y nutricional. La Cruzada Nacional contra el Hambre traduce ese compromiso en acción (Durante su participación en la Sesión Especial previa a la Clausura de la Conferencia Anual de la FAO, Roma, Italia, 13 de junio de 2015).

La Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos, la OCDE, destaca en su publicación “Estudios Económicos México 2015” el esfuerzo que está haciendo México para apoyar a siete millones de personas en situación de desnutrición, mediante nuevos esquemas de coordinación que integran recursos humanos y financieros de diversos programas en los niveles federal, estatal y municipal. Es un justo reconocimiento a los niveles de coordinación que se han logrado entre el Gobierno Federal y los órdenes locales de gobierno, algo que forjado con base en el diálogo, en el reconocimiento a las competencias de gobernadores y alcaldes de todos los partidos.

De acuerdo con el Índice Global de Seguridad Alimentaria The Economist – Dupont del 2015, México obtuvo en 2014 en materia de seguridad alimentaria un puntaje de 67.1 de 100 puntos posibles. El estudio destaca a México como un país de Buen Desempeño en seguridad alimentaria. Se valora la capacidad de los consumidores mexicanos para comprar alimentos y su menor vulnerabilidad ante choques de precios. Este indicador mejoró para 2015; de hecho, México fue el único país de América del Norte que logró un avance en esta materia, al obtener el lugar 35 de 109 países en materia de seguridad alimentaria con 68.7 puntos de 100 y logró una calificación de 100 en lo que respecta a iniciativas de política pública dirigidas a mejorar y proteger el consumo de alimentos de las personas en pobreza (Reporte The Economist Intelligence Unit sobre el Índice de Seguridad Alimentaria Mundial 2015).

En el documento “Panorama de la Inseguridad Alimentaria en América Latina y el Caribe 2015”, publicado por la FAO, se destaca a la Cruzada como un espacio de gobernanza ampliada, reflejo del compromiso político del país para lograr los objetivos alimentarios y garantizar, con ello, el ejercicio pleno del Derecho Humano a la Alimentación Adecuada. La FAO valora los esfuerzos de México para eliminar la desnutrición infantil y mejorar los indicadores de peso y talla de la niñez, un segmento estratégico por su alto grado de vulnerabilidad, y prevé que para el trienio 2014-16 México contará con 3,089 calorías al día por persona, lo que es más que suficiente para satisfacer los requerimientos mínimos en términos calóricos.

] 

Nuevos y mejores programas para atender a públicos específicos
Sin embargo, la política social del Gobierno de la República va más allá de la Cruzada Nacional contra el Hambre, y cuenta con otros instrumentos de protección e inclusión social. Hoy 5.7 millones de mujeres mexicanas que son jefas de familia y se enfrentan al difícil reto de encabezar un hogar solas, sin el apoyo de una pareja, cuentan con un seguro de vida –el Seguro para Madres Jefas de Familia-. Gracias a este programa, a la fecha 12 mil 700 niñas, niños y jóvenes mexicanos en situación de orfandad, tienen asegurado un apoyo económico para continuar sus estudios hasta la universidad.
5.7 millones de personas de edad avanzada reciben una pensión vitalicia no contributiva. Al inicio de este gobierno, el Presidente Peña Nieto instruyó a reducir la edad para ser beneficiario de este apoyo de 70 a 65 años, con lo cual se han incorporado más de tres millones de mexicanos a la Pensión Universal para Adultos Mayores. 
A pesar de las limitaciones presupuestales se avanza en el compromiso de construir un Sistema de Seguridad Social Universal de manera progresiva y bajo una lógica de inclusión social, incorporando a los ámbitos contributivos y no contributivos.
Prospera, Programa de Inclusión Social 
En el marco de la visión de cambio que caracteriza a esta administración, se emprendió una profunda revisión de algunos programas sociales como Oportunidades que no estuvo exenta de interrogantes: ¿Por qué rediseñar un programa tan exitoso a nivel internacional que hoy se aplica en más de 30 países?, un programa considerado como una de las mejores prácticas sociales a nivel mundial.
Desde el equipo de transición en 2012 se inició un análisis riguroso del Programa Oportunidades, de sus fortalezas y debilidades; el proceso de balance y reflexión que condujo a la transformación del programa duró casi dos años. Las evidencias internacionales indican que los programas de transferencias monetarias condicionadas, como Oportunidades están llegando a su límite. Es necesario dotarlos de nuevos andamiajes y de conexiones con otros instrumentos de política pública, porque era evidente que las transferencias monetarias ayudan a contener la pobreza, pero no contribuyen a su superación. Es más, si se suprimen las transferencias el cambio en el número de pobres sería prácticamente marginal (Gráfica 3).
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Las evaluaciones acreditaron que los apoyos de Oportunidades cumplían con los efectos esperados de corto plazo en materia de salud, educación y alimentación. No obstante, estas mismas evaluaciones no sugirieron impactos de largo plazo asociados a que el mejoramiento del capital humano se reflejara en la reducción de las cifras de pobreza.
La inversión histórica en el Programa Oportunidades ha sido creciente, pero la incidencia de la pobreza no ha sufrido cambios significativos (Gráfica 4). Ello indica que las inversiones en capital humano no han logrado modificar la intensidad de la pobreza y su reproducción intergeneracional.
[image: ]
Era necesario romper paradigmas. De ahí la transformación de Oportunidades en Prospera, Programa de Inclusión Social. No se trata de un simple cambio de nombre, sino de una innovación de fondo. Con Prospera se impulsa un cambio sustantivo de la Política Social bajo una premisa: el reconocimiento de que los pobres tienen capacidades, no solamente carencias, por lo que era necesario canalizar estas capacidades a salidas productivas y de inclusión laboral, en una lógica de desarrollo y de dignidad. Este es el objetivo central del rediseño: la evolución y mejora continua del programa.
Para superar la pobreza resulta necesaria la articulación del programa focalizado con otros programas que permitan una mejor inserción en el mercado laboral o mediante el desarrollo de actividades productivas para mejorar el ingreso sostenido en las familias más pobres.
Los programas sociales deben constituirse en plataformas que permitan aprovechar y potenciar las capacidades de los beneficiarios, mediante vínculos con programas complementarios que permitan tender puentes hacia el incremento de la productividad para alcanzar objetivos más ambiciosos de los planteados originalmente, sin menoscabo de la efectividad que actualmente tienen.[footnoteRef:9] [9:   El debate a nivel internacional destaca el papel de la articulación como una herramienta fundamental para elaborar esquemas de graduación que permitan a la población más vulnerable superar la condición de pobreza de forma sostenible. Los programas de transferencias monetarias condicionadas (TMC) son vistos como una plataforma sobre la cual implementar acciones complementarias orientadas hacia la generación de emprendimientos productivos, inserción en el mercado laboral, inclusión en mercados financieros, empoderamiento, entre otros. Se trata de generar esquemas de política social articulada que permitan contar con objetivos de política social más ambiciosos, pero sin poner en riesgo aquello que los TMC ya han logrado. “Avanzar en esta dirección hará posible consolidar una política social que dote de ciudadanía efectiva a las personas más pobres y excluidas, y les permita constituirse en agentes de su propio futuro”. Carolina Travelli; Jhonatan Clausen “De buenas políticas sociales a políticas articuladas para superar la pobreza: ¿qué necesitamos para iniciar este tránsito?”, Instituto de Estudios Peruanos, Documento de Trabajo 209, p. 62] 

Se trata de certificar la elegibilidad, la permanencia y los criterios de salida, así como de asumir las corresponsabilidades durante la permanencia en el programa como en la incursión a plataformas complementarias de inclusión financiera, productivas y laborales.
La Secretaria Rosario Robles ha señalado la importancia del enfoque productivo en los siguientes términos: “La Política Social de Nueva Generación se plantea rebasar el asistencialismo, la lógica de dar, y en cambio construir una estrategia que empodere a la gente y le permita construir su propia historia de éxito. Esto es lo digno: ciudadanos autónomos que tengan capacidad de generar sus propios ingresos a través de proyectos productivos autosostenibles”.[footnoteRef:10] Se trata de que la gente coma del proyecto, y no que se coma al proyecto. [10:  En el marco del evento The Mexico Summit, organizado por la revista The Economist, 5 de noviembre de 2014.] 

La decisión de conectar la política social con la vía productiva no es producto exclusivo de una decisión institucional.[footnoteRef:11] Los estudios revelan que los mexicanos en condición de pobreza quieren utilizar sus capacidades para superar su condición, por encima de los subsidios y apoyos gubernamentales.[footnoteRef:12] [11:  Existía suficiente evidencia empírica para justificar el viraje hacia la ruta de la productividad social, como se evidencia en el documento “Rediseño del Programa de Desarrollo Humano Oportunidades: Documento Guía para describir los cambios del Programa Oportunidades y su transición a Prospera”, elaborado por la Coordinación de Asesores de la Sedesol, donde se destaca que “A pesar de que desde los decretos de creación de Progresa y de Oportunidades se establecía su vinculación con otros programas sociales que fomentaran el empleo, el ingreso y el ahorro de las familias, no existen estrategias formales de coordinación intersectorial que hayan permitido cumplir con dicha premisa”, p. 5.]  [12:  De acuerdo con el estudio “Lo que dicen los pobres” (Sedesol, 2003) coordinado por el Dr. Miguel Székely Pardo, Subsecretario de la Sedesol entre 2001-2005, casi la mitad (48%) de las personas en esta condición considera que lo que se necesita para acabar con la pobreza son más empleos y mejores salarios; solo un 11.37% se inclina por la respuesta “más apoyos del gobierno”. 6 de cada 10 personas en pobreza, por otra parte, considera que “trabajar más”, “tener un trabajo que le permita atender a los hijos”, y “poner un negocio propio” son la clave para mejorar su nivel de vida; esto, frente a un 18% que considera que la ruta es “buscar apoyos del gobierno”.] 

Se ha roto con una lógica heredada: la de un Estado que suplanta las energías e iniciativas de la ciudadanía y que hace de los subsidios públicos, no un mecanismo temporal para dotar a los pobres de un umbral mínimo de derechos y capital humano, sino una fuente permanente de ingresos que genera dependencia crónica y desactiva la iniciativa de las personas. 
La construcción de la vía productiva permitirá, incluso, dotar a la igualdad de género, eje del Programa Prospera, de mayor profundidad y contenido porque, como lo ha señalado la Titular de la Sedesol, la realidad demuestra que la entrega de los apoyos económicos (transferencias condicionadas) a las mujeres no derivó en un mayor empoderamiento de las mujeres: “uno de los efectos esperados de las transferencias monetarias es que en la medida en que hubiera más ingreso para la mujer, ésta alcanzaría una mayor autonomía. Pero cuando vamos a los lugares donde el 90% de las mujeres tiene una transferencia monetaria, vemos que lo que sigue predominando es una condición de subordinación, de violencia, donde tienen que pedirle permiso al marido hasta para votar. Hay que inspeccionar este modelo. Tenemos que ir con una mirada muy crítica a analizar las circunstancias en las que todavía se encuentran la mayoría de las mujeres”.[footnoteRef:13] [13:  Durante la inauguración del Foro Nacional de Consulta para la Elaboración del Programa Nacional para la Igualdad de Oportunidades y no Discriminación contra las Mujeres 2013-2018, México, D.F., 22 de julio de 2013.] 

Prospera, como parte de sus nuevos ejes de inclusión, contempla el otorgamiento de créditos a las 6.1 millones de mujeres titulares beneficiarias del programa, no sólo como una vía efectiva para romper las cadenas de la pobreza, sino también para alcanzar un mayor grado de libertad y capacidad de decisión en la vida familiar y comunitaria.[footnoteRef:14] El impacto de esta decisión, se observa ya en la región de Los Tuxtlas, Veracruz, donde 4 mil familias beneficiarias de Prospera, encabezadas por igual número de mujeres, cultivan la planta stevia, materia prima para la producción de un endulzante natural muy cotizado en el mercado, lo que además de mejorar sus ingresos fortalece la cohesión familiar y el tejido social. Para la política de desarrollo social de la presente administración es prioritario fortalecer la independencia económica de las mujeres en pobreza a fin de mejorar las condiciones para la igualdad de género. [14:  La Secretaria Robles afirmaba también, en su momento, que a través de las transferencias “habíamos logrado que los maridos dejaran de ser patrones de las mujeres; pero, en cambio, les habíamos endosado un nuevo patrón: el Estado”.] 

Prospera incrementa los apoyos en los componentes de educación, salud y alimentación. Antes los jóvenes concluían el bachillerato y no contaban con apoyos para cursar una carrera. Ahora tendrán acceso a becas para educación superior, además de becas de educación técnica y de formación para el trabajo.
Por otra parte, se crean opciones para aquellos jóvenes que al concluir el bachillerato con Prospera quieran iniciar su vida laboral. Estos muchachos tendrán prioridad en el Servicio Nacional de Empleo para conseguir un empleo formal con seguridad social. 
Se amplían las intervenciones en salud de 13 a 27 y se incluyen acciones para la planificación familiar y la prevención del embarazo adolescente, un tema urgente porque México tiene la tasa más alta de los países de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), un drama humano porque en las comunidades rurales –sobre todo indígenas- hemos visto a muchísimas madres menores de 16 años, a niñas cargando niños[footnoteRef:15]. Además, se promueve la afiliación efectiva de los beneficiarios de Prospera al Seguro Popular y al Seguro Médico Siglo XXI. [15:  Con objeto de atender esta problemática se creó el Grupo Interinstitucional para articular la Estrategia Nacional de Prevención del Embarazo Adolescente integrado por Segob, Sedesol, Conapo e Inmujeres.] 

Prospera atiende a 6.1 millones de familias en prácticamente la totalidad del territorio nacional, 843 mil se han incorporado en esta administración, y la meta es llegar a 6.5 millones de familias en 2018.
En materia de nutrición, se garantiza el acceso a Leche LICONSA, hay nuevos suplementos alimenticios para mujeres embarazadas, en lactancia y niños de 6 a 59 meses y se equipan las unidades médicas para medir talla y peso.[footnoteRef:16] [16:  La dotación de estos nuevos suplementos es muy importante porque como lo han señalado algunos analistas, la inclusión social empieza con la gestación y los mil primeros días de vida que son indispensables para aprender en la niñez y juventud y lograr la inclusión social y productiva en la etapa adulta.
] 

Reformas estructurales para el Bienestar
Todo el esfuerzo gubernamental narrado ha tenido prioritariamente como población objetivo la pobreza extrema y extrema de alimentación. Para la población en pobreza moderada las acciones contenidas en las reformas estructurales también empiezan a dar resultados, las cuales tienen un claro contenido social.
Prospera, por ejemplo, se nutre de la Reforma Educativa para darles a los niños y los jóvenes de las familias más pobres una educación de calidad que les permita insertarse al mercado de trabajo. Prospera se fortalece con la Reforma Fiscal, porque el gobierno ha dispuesto de recursos para ampliar los programas productivos y sociales. La Reforma Fiscal busca que paguen más los que más tienen: es lo justo. Se evitó el IVA en alimentos y medicinas, lo cual hubiera incrementado la pobreza en 14 millones de personas.[footnoteRef:17] Prospera se beneficia también de la Reforma Financiera, pues gracias a ésta la banca social mexicana podrá dar acceso a esquemas de ahorro, crédito y seguros a 6.1 millones de mujeres beneficiarias en los próximos años. [17:  De acuerdo con un estudio realizado conjuntamente por el PNUD y la Sedesol.] 

En materia de seguridad social se crea la Pensión Universal a Adultos de más de 65 años, el Seguro de Vida para Jefas de Familia y el Seguro de Desempleo (se encuentra en el Senado para su aprobación). Por otra parte, la Reforma Energética está arrojando sus primeros impactos con la reducción de los precios de la energía eléctrica y con la Reforma en Telecomunicaciones las familias mexicanas han dejado de pagar la larga distancia en telefonía.[footnoteRef:18] [18:  Véase www.reformas.gob.mx] 

Federalismo Social, Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social
Se avanza también en el fortalecimiento de un Federalismo social. Con las reformas a la Ley de Coordinación Fiscal aprobadas el año pasado por el Poder Legislativo, la Sedesol recuperó la rectoría del Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social (FAIS) dotado este año con un presupuesto de casi 58 mil 383 millones de pesos, de los cuales casi 51 mil 306 millones corresponden al Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social Municipal y de las Demarcaciones Territoriales del Distrito Federal (FISMDF). Mediante un nuevo Catálogo de Obras y Acciones la Sedesol, en estrecho diálogo con las autoridades municipales, ha logrado redireccionar obras y acciones con un verdadero sentido social, además de garantizar mayor transparencia y rendición de cuentas.
De acuerdo con la información disponible, el 80% de los recursos invertidos a través del FISMDF en 2014, se canalizó a proyectos que tienen incidencia directa en la disminución de alguna de las carencias sociales relacionadas con la pobreza multidimensional. Los rubros que presentan un mayor número de proyectos y montos de inversión son: agua, saneamiento, urbanización y vivienda, que incluye alumbrado público, caminos rurales y carreteras en los municipios y localidades con escasas vías de comunicación, electrificación y electrificación no convencional (energía eólica, aerogeneradores, energía solar, paneles, solar fotovoltaica) y comedores comunitarios.
Ruta mínima: de los programas a los derechos
De conformidad con la Declaración Universal de los Derechos Humanos (1948), estos son universales, son de y para todas las personas. De acuerdo con la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y de los Tratados Internacionales de los que México es parte, las autoridades de los tres poderes y de los tres órdenes de gobierno están obligadas a respetar, promover, proteger y garantizar sin discriminación los derechos fundamentales.
Los mayores beneficiarios de los derechos sociales por acción del Estado son las personas que no pueden acceder a su ejercicio con sus propios recursos: la población en situación de pobreza, la población vulnerable y que no tiene protección social y quienes enfrentan situación de riesgo (i.e. por contingencias sociales y naturales). De ahí que la brecha entre carencias y derechos obligue a la intervención por parte del Estado para garantizar su acceso.
Desde hace décadas el Estado mexicano ha asumido obligaciones legislativas y administrativas en materia de derechos sociales, por ello cuenta con un importante desarrollo normativo, de programas e instituciones federales, y un poco menos en el orden estatal y municipal, para operar los derechos sociales. Ahora también se evalúa la política social del Estado y se contribuye a la rendición de cuentas, lo que evidencia un importante compromiso por hacer efectivos los derechos sociales.
Sin embargo, para garantizar con mayor amplitud los derechos y dar cumplimiento al mandato constitucional a partir de la reforma constitucional del año 2011, se requiere implementar una política con enfoque de derechos que permita avanzar de manera universal y progresiva en el ejercicio pleno de los derechos sociales, dotando al Estado de nuevas capacidades jurídicas, institucionales, programáticas, financieras y de mecanismos de exigibilidad y justiciabilidad de los derechos[footnoteRef:19] con el fin de lograr mayor eficacia en la gestión pública. Por ello, será necesario: [19:  Cfr. para un amplio tratamiento del tema del enfoque de derechos a Abramovich Víctor y Courtis Christian (2004), Los derechos sociales como derechos exigibles, Editorial Trotta, Madrid, Segunda Edición, págs. 21-116.] 

1. Garantizar que en la legislación se especifiquen con claridad las obligaciones del Estado (incluyen las de los órdenes de gobierno) para el cumplimiento de cada uno de los derechos sociales[footnoteRef:20]. [20:  Cfr. Abramovich Víctor y Courtis Christian, Op. Cit. p. 30-37.] 


2. Definir cuáles son las prerrogativas de las personas en materia de (i.e.) alimentación, salud, educación, seguridad social y vivienda[footnoteRef:21]. [21:  Cfr. Abramovich Víctor y Courtis Christian, Op. Cit. p. 19.] 

3. Alinear con enfoque de derechos los programas y las acciones del Estado para poner a trabajar a todo el entramado institucional hacia su cumplimiento y acceso efectivo.
4. Implementar normas y mecanismos para que, en términos del principio de progresividad, el Estado garantice la exigilibilidad y justiciabilidad de los derechos sociales. 
Una ruta nada sencilla, pero lo importante es iniciar y poner los cimientos jurídicos, políticos, metodológicos y conceptuales de una travesía, sin duda, larga y sinuosa.
La responsabilidad de la Sedesol en esta etapa es la de conducir la política de desarrollo social del Estado mexicano en su tránsito progresivo hacia la universalización de los derechos sociales. No significa hacer todo, sino la parte del todo que le corresponde e incide en la población en pobreza.
A manera de conclusión
Los derechos sociales y la práctica reformadora del gobierno son dos ejes fundamentales para consolidar la política social del Estado mexicano en su ruta progresiva de fortalecimiento del desarrollo social para el bienestar social de los mexicanos:
· Poniendo en la misma ruta la política social y la política económica.
· Con una medición multidimensional de la pobreza que permite operativizar las políticas públicas con una visión de derechos.
· Recuperando la capacidad del Estado para generar políticas y estrategias que permitan a los mexicanos más pobres acceder a bienes y servicios que mejoren su calidad de vida.
· Construyendo el andamiaje de una profunda reforma social la cual se irá consolidando y articulando conforme crezca la economía.
· Rompiendo viejos esquemas asistencialistas para impulsar programas capaces de generar una mayor inclusión social, productiva y financiera, que permitan democratizar la productividad.
· Articulando los esfuerzos de los tres órdenes de gobierno en el marco de un Federalismo social cooperativo y plural.
· Eliminando, alineando y conjuntando programas sociales en el marco de los esfuerzos por construir un gobierno de resultados y una política social más eficaz.
· Mejorando programas y estrategias de coordinación intra e intergubernamental -surgidas en el marco de la Cruzada Nacional contra el Hambre- que permiten mejorar la eficacia del gasto y potenciar las intervenciones contra la pobreza y la desigualdad (la CNCH como estrategia y método).
· Transformando y mejorando programas, reformando organismos clave para la operación de la política social como Diconsa y Liconsa.
Los retos
A pesar de los avances, no hay espacio para la autocomplacencia.
El 23 de julio de 2015 el Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (Coneval) dio a conocer la más reciente estimación de la pobreza en México.
Con información levantada de agosto a noviembre de 2014 y recabada por el INEGI en el MCS-ENIGH en el marco de un contexto internacional que dificulta el crecimiento del PIB y con importantes reformas estructurales en su fase inicial, hoy sabemos que:
· La pobreza aumentó de 2012 a 2014 al pasar de 53.3 millones de personas a 55.3.
· La pobreza extrema se redujo de 11.5 a 11.4 millones de personas entre 2012 y 2014. La política social del Presidente Enrique Peña Nieto se ha enfocado especialmente en atender al núcleo duro de la pobreza: la población cuyo ingreso está por debajo de la línea de bienestar mínimo (es decir, que no es suficiente para adquirir una canasta alimentaria), y que cuenta con tres o más carencias sociales. El ingreso del decil más bajo aumentó 2.1%, en contraste con el resto de los deciles.
· El número de carencias promedio de la población en pobreza se redujo entre 2012 y 2014 de 2.4 a 2.3. Es decir, la intensidad de la pobreza ha disminuido. Las carencias promedio de la pobreza extrema bajaron de 3.7 a 3.6. La pobreza, para nuestra metodología de medición, es no sólo expresión del ingreso que perciben las personas sino del nivel de bienestar y de capacidades que representan en conjunto seis dimensiones: alimentación, educación, salud, seguridad social, servicios en la vivienda y calidad de espacios en la vivienda. 
· La población no pobre y no vulnerable aumentó de 19.8% en 2012 a 20.5% en 2014.
· Hubo mejoras prácticamente en todas las carencias sociales entre la medición 2012 y la de 2014: rezago educativo (de 19.2% a 18.7%); acceso a la salud (de 21.5% a 18.2%); acceso a la seguridad social (de 61.2% a 58.5%); carencia por calidad y espacios en la vivienda (de 13.6% a 12.3%). Una carencia se mantuvo sin cambios (21.2% en ambas mediciones para la carencia de servicios básicos en la vivienda) y otra tuvo un incremento marginal (de 23.3% a 23.4% para la carencia alimentaria).
· La desigualdad tuvo un ligero descenso. De acuerdo con la ENIGH, en el periodo 2012-2014 el Coeficiente de Gini pasó de 0.440 a 0.438 (datos para el ingreso corriente total promedio trimestral).
· Es necesario fortalecer la perspectiva territorial y dar atención especial a ciertas entidades federativas. Chiapas, Guanajuato, Estado de México, Michoacán, Morelos Oaxaca, Sinaloa y Veracruz fueron las entidades donde más se incrementó el número de personas en pobreza. Por otra parte, 18 entidades experimentaron mejorías en sus niveles de pobreza (porcentaje de población en pobreza) y en 20 se redujo la pobreza extrema, entre las que destaca Guerrero, estado en el que la pobreza extrema disminuyó de 31.7% en 2012 a 24.5% en 2014.
Con esos datos a la vista es necesario profundizar los esfuerzos en los próximos años con la mira en una agenda social mínima que comprende, entre otros aspectos:
· Fortalecer la estrategia contra la pobreza urbana, implementando nuevas intervenciones e instrumentos programáticos.
· Implementar estrategias de atención regional en estados donde se incremente de manera atípica la pobreza.
· Consolidar las intervenciones a nivel familiar y comunitario como base del desarrollo local regional y así fortalecer la dimensión territorial-municipal con soporte en la participación social organizada.
· Promover la justicia cotidiana para superar la marginalidad jurídica y social en la que se encuentra las familias y comunidades en situación de pobreza para contribuir a cerrar las brechas de desigualdad y promover su desarrollo.
· Avanzar en la consolidación de nuevos instrumentos de política social, como el Padrón Único de Beneficiarios de los programas sociales, y del Sistema Nacional de Programas Sociales con la participación de los tres órdenes de gobierno.
· Afianzar un Federalismo social que aliente la concurrencia y la complementariedad entre órdenes de gobierno para alinear acciones, inversiones y políticas públicas y programas con una visión territorial y enfoque de derechos. 
· Asegurar niveles mínimos de satisfacción de los derechos (no regresividad), los cuales deben ser mantenidos en periodos de crisis o de ajustes estructurales con énfasis en la protección a los miembros más vulnerables de la sociedad.[footnoteRef:22] [22:  Cfr. Carbonell, Miguel (2014), Los Derechos Sociales y su Justiciabilidad Directa, México, Editorial Flores, p. 54.
] 

· Establecer las reformas administrativas en materia social, las normas jurídicas, las instancias, los mecanismos y procedimientos procesales para llevar a cabo la exigibilidad de los derechos sociales.
· Entablar una discusión de carácter técnico, ajena a consideraciones de tipo político, acerca de la necesidad de establecer una renta mínima en México y fortalecer el empleo formal como instrumentos para cerrar las brechas de desigualdad de ingresos, promover la movilidad social y reducir la vulnerabilidad económica de millones de mexicanos.
· Promover un diálogo y colaboración entre los Poderes de la Unión y la sociedad con objeto de ubicar la agenda social como parte de la centralidad del Estado. Ello permitiría ampliar y fortalecer los instrumentos normativos, institucionales, presupuestales y de gestión administrativa para fortalecer el ejercicio de los derechos sociales.
La tarea de la reforma del Estado es de la sociedad en su conjunto. En la suma de voluntades de las autoridades de los tres poderes y los tres órdenes de gobierno, así como de los actores políticos, económicos y sociales, se encuentra la posibilidad y la corresponsabilidad para combatir la pobreza y reducir la desigualdad para darle un rumbo distinto a nuestro país y llevarlo a su máximo potencial.
[bookmark: _GoBack]
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Gráfica 2.   Progresividad en el acceso a los derechos sociales     Fuente: Con base en Dante Caputo. (2013),  Gobernando el Futuro.  Editorial IFE – FCE: Pág.  32.  
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Figura 1: Indicadores de medición de la pobr eza     Fuente: Elaboración propia de la SEDESOL con cifras de CONEVAL 2012.   Las cifras entre paréntesis  refieren a las personas con dicha carencia y en pobreza extrema  en  alimenta ción.  
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Gráfica 3 .   Número de personas en situación de  pobreza   con  y antes de las transferencias , 2012.   (millones de personas)     Fuente: CONEVAL  
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Gráfica  4 .   Inversión en el Programa Oportunidades y tendencia de la  pobreza patrimonial .     Fuente:  Anexo estadístico del Primer Informe de Gobierno 2013 - 2018 , Página 71,  Presidencia de la República y  Anexo estadístico indicadores de pobreza 1990 - 2012,  Cuadro  1,    CONEVAL.  
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